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Providencia:                                  Sentencia de 29 de septiembre de 2016

Radicación Nro.


66001-31-05-001-2014-00346-01

Proceso

 
             Ordinario Laboral

Demandante:


María Fanny Sandoval de Moreno 

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
              Juzgado Primero Laboral del Circuito

Tema: PENSION DE SOBREVIVIENTES EN TRANSITO DE LA LEY 100 DE 1993 ORIGINAL A LA LEY 797 DE 2003. Cuando se quiera la aplicación de la Ley 100 de 1993 original, aun cuando el causante haya fallecido en vigencia de la Ley 797 de 2003, resulta viable el otorgamiento pensional, cuando el afiliado al momento del deceso se encontraba cotizando y acredita 26 semanas cotizadas en cualquier tiempo o, cuando de no estar activo como cotizante para ese momento acredita 26 semanas de aportes dentro del año inmediatamente anterior a la fecha en que se produjo el fallecimiento y adicionalmente registra otras 26 semanas consignadas en el último año anterior a la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003, que comenzó a regir el 29 de enero de 2003; tal y como lo ha manifestado el máximo órgano de la jurisdicción laboral en las sentencias de 25 de julio de 2012 radicación Nº 38674, SL 13883 de 2014, SL 14842 de 2014 y más recientemente en la SL 3186 de 18 de marzo de 2015 radicación Nº 46635 ésta última con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón. 

Lo anterior significa, que en caso de que el afiliado fallecido se encuentre activo como cotizante para el momento en el que se produce su deceso, deberá acreditar que las 26 semanas de cotización las realizó en vigencia de la Ley 100 de 1993 en su versión original, con el fin de dejar causada a favor de sus beneficiarios la pensión de sobrevivientes.
Citación jurisprudencial: Condición más beneficiosa, Sala de Casación Laboral en sentencias proferidas en los procesos radicados con los Nº 39804, 44509, 57442, 44612 y 45306 esta última de 10 de septiembre de 2014, entre otras muchas más…

De manera explícita la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en recientísima sentencia de 18 de febrero de 2015, radicación No. 46412 con ponencia del doctor Rigoberto Echeverri Bueno, se refirió a la forma equivocada en que se pretende aplicar el principio de la condición más beneficiosa -en materia de sobrevivencia pero con argumentos que valen para las pensiones invalidez.
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SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintinueve de septiembre de dos mil dieciséis, siendo las 2 de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARIA FANNY SANDOVAL DE MORENO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 7 de julio de 2015, dentro del proceso que promueve en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00346-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Fanny Sandoval de Moreno que la justicia laboral declare que en su calidad de cónyuge supérstite del señor Noel Moreno tiene derecho a la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 7 de septiembre de 2006, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: El señor Noel Moreno falleció el 7 de septiembre de 2006, momento en el que finalizó una convivencia ininterrumpida con ella de 42 años; su cónyuge fallecido cotizó antes del 1º de abril de 1994 un total de 518.71; mediante la resolución Nº 000745 de 26 de julio de 2004 el ISS le reconoció al causante la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez; el 23 de junio de 2011 solicitó reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, la cual fue negada a través de la resolución Nº GNR 182844 de 16 de julio de 2013; el 9 de mayo de 2014 solicitó nuevamente el reconocimiento de la pensión bajo los parámetros del acuerdo 049 de 1990, por haber cotizado 518.71 semanas antes del 1º de abril de 1994.

Al contestar la demanda –fls.56 a 59- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la fecha de deceso del causante, las solicitudes de reconocimiento pensional y sus respuestas. Frente a los demás hechos expresó que no le constan. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación”, “Prescripción” y “Genéricas”.

En sentencia de 7 de julio de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Noel Moreno no dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, por cuanto no tiene cotizadas 50 semanas al sistema general de pensiones dentro de los tres años anteriores a su deceso, ni tampoco cumple con la densidad de semanas exigidas en la Ley 100 de 1993 en su versión original, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, pues no hizo cotizaciones dentro del año anterior a su deceso. Por esos motivos declaró probada la excepción de “Inexistencia de la obligación” planteada por Colpensiones y en consecuencia la absolvió de las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, la señora María Fanny Sandoval de Moreno interpuso recurso de apelación argumentando que su cónyuge fallecido dejó causada la pensión de sobrevivientes a su favor, por cuanto a 1º de abril de 1994 tiene cotizadas más de 300 semanas al sistema general de pensiones, aplicando el principio de la condición más beneficiosa, motivo por el que solicita que se le reconozca la pensión de sobrevivientes que reclama.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Cuál es la norma aplicable para resolver controversias suscitadas en el reconocimiento de pensiones de sobrevivientes?

¿Dejó causada con su deceso el señor Noel Moreno la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios?

¿Hay lugar a reconocer la pensión de sobrevivientes que se reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. NORMATIVIDAD APLICABLE PARA LA PENSION DE SOBREVIVIENTES.

Es posición pacifica de la jurisprudencia considerar que la norma que rige las pensiones de sobrevivientes es la vigente al momento en el que se produce el deceso del afiliado.

2. PENSION DE SOBREVIVIENTES EN TRANSITO DE LA LEY 100 DE 1993 ORIGINAL A LA LEY 797 DE 2003.

Siguiendo la línea trazada por la Sala de Casación Laboral en las sentencias de 25 de julio de 2012 radicación Nº 38674, SL 13883 de 2014, SL 14842 de 2014 y más recientemente en la SL 3186 de 18 de marzo de 2015 radicación Nº 46.635 ésta última con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, en relación con las personas que fallecen en vigencia de la ley 797 de 2003, cuando se quiere la aplicación de la ley 100 de 1993 original, resulta viable el otorgamiento pensional, cuando el afiliado al momento del deceso se encontraba cotizando y acredita 26 semanas cotizadas en cualquier tiempo o, cuando de no estar activo como cotizante para ese momento acredita 26 semanas de aportes dentro del año inmediatamente anterior a la fecha en que se produjo el fallecimiento y adicionalmente registra otras 26 semanas consignadas en el último año anterior a la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003, que comenzó a regir el 29 de enero de 2003.

Lo anterior significa, que en caso de que el afiliado fallecido se encuentre activo como cotizante para el momento en el que se produce su deceso, deberá acreditar que las 26 semanas de cotización las realizó en vigencia de la Ley 100 de 1993 en su versión original, con el fin de dejar causada a favor de sus beneficiarios la pensión de sobrevivientes.

Ahora bien, en este tipo de eventos en los que el deceso se produce en vigencia de la Ley 797 de 2003, no resulta posible aplicar el Acuerdo 049 de 1990 en virtud al mencionado principio de la condición más beneficiosa, pues ha sido tajante la Sala de Casación Laboral en sentencias proferidas en los procesos radicados con los Nº 39804, 44509, 57442, 44612 y 45306 esta última de 10 de septiembre de 2014, entre otras muchas más, en el sentido de sostener que no les es permitido a los juzgadores acudir al uso de las disposiciones contenidas en cualquier legislación anterior que resulte más favorable, pues lo que autoriza el mencionado principio constitucional es la aplicación de la norma inmediatamente anterior frente a la nueva.

Es más, de manera explícita la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en recientísima sentencia de 18 de febrero de 2015, radicación No. 46412 con ponencia del doctor Rigoberto Echeverri Bueno, se refirió a la forma equivocada en que se pretende aplicar el principio de la condición más beneficiosa -en materia de sobrevivencia pero con argumentos que valen para las pensiones invalidez-, en los siguientes términos:

“… en virtud del principio de la condición más beneficiosa, no le está permitido al juez realizar un examen histórico de las leyes anteriores a fin de determinar la más ventajosa de entre ellas para el caso particular, en lo que tiene que ver con las exigencias para acceder a la pensión de sobrevivientes, pues lo cierto es que el mencionado principio constitucional lo que autoriza es la aplicación de la norma inmediatamente anterior frente a la nueva, en el evento de que se cumplan las exigencias de la misma, de suerte que, ante un evento que se encuentra regulado por Ley 797 de 2003 , tal como acontece en el presente asunto, no es posible la aplicación del Acuerdo 049 de 1990.” 

En adición al anterior análisis, se debe resaltar que no hay lugar a la aplicación de la condición más beneficiosa en el presente caso, básicamente por la orden constitucional, establecida en el artículo 1º del acto legislativo 01 de 2005, de aseguramiento de la sostenibilidad financiera del sistema.

Fue tan claro el ánimo de esta disposición de otorgar prestaciones basadas en cálculos actuariales serios y reales que en su inciso 3º, para evitar el otorgamiento de prestaciones del sistema con base en reglas anteriores a la ley 100 de 1993, dispuso:

“...Los requisitos y beneficios para adquirir el derecho a una pensión de invalidez o de sobrevivencia serán los establecidos por las leyes del sistema general de pensiones.”

Y como quiera que antes de la ley 100 de 1993 no existía un sistema general de pensiones sino una serie de regímenes desarticulados que precisamente llevaron al legislador a la expedición de lo que se ha dado en llamar el sistema de seguridad social, resulta obvio que tal disposición ordena a los operadores judiciales otorgar esas pensiones de invalidez y sobrevivientes, única y exclusivamente cuando se acrediten los requisitos que en ella se establecieron y no los de las anteriores legislaciones.

De otra parte, considera la Sala mayoritaria que, a partir de la vigencia del acto legislativo 01 de 2005, no se deben reconocer pensiones de invalidez o sobrevivientes con base en los requisitos previstos antes de la ley 100 de 1993 (verbi gratia acuerdo 049 de 1990), por pérdidas de la capacidad laboral o fallecimientos  ocurridos después de 29 de julio de 2005.

Bajo tales parámetros y al encontrar esta Sala de Decisión que los argumentos contenidos en la jurisprudencia construida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia frente a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa son claros, estables y se encuentran sólidamente sostenidos, no hay lugar a apartarse de ellos. 

EL CASO CONCRETO

El señor Noel Moreno, según el registro civil de defunción emitido por la Notaría Tercera del Círculo de Pereira –fl.22-, falleció el 7 de septiembre de 2006, por lo que de conformidad con lo expresado en el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, para dejar causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios le correspondía haber cotizado por lo menos 50 semanas dentro de los tres años anteriores a su deceso, sin embargo, al revisar la historia laboral aportada por Colpensiones –fls.68 a 70-, entre el 7 de septiembre de 2003 y la misma calenda del año 2006 el causante no tiene cotizaciones al Sistema General de Pensiones, motivo por el que no dejó causada la prestación económica a favor de sus beneficiarios.

De otro lado, si fuera del caso seguir los parámetros señalados por la Sala de Casación Laboral con el fin de aplicar al presente caso la Ley 100 de 1993 en su versión original, se tiene que en la historia laboral allegada por Colpensiones, el causante dentro del año inmediatamente anterior a su deceso no efectuó aportes al Sistema General de Pensiones, así como tampoco los efectuó dentro del año anterior a la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003; situación ésta que muestra que el señor Noel Moreno no dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, a pesar que antes del 1º de abril de 1994 registra un total de 518.72 semanas cotizadas.

Así las cosas, tal y como se adujo en las consideraciones, al haberse producido el deceso del señor Noel Moreno el 7 de septiembre de 2006, esto es, en vigencia de la Ley 797 de 2003 y del Acto Legislativo 01 de 2005, no es posible aplicar el Acuerdo 049 de 1990 en virtud al principio constitucional de la condición más beneficiosa a pesar de que la Corte Constitucional en sentencias de tutela haya aplicado esa normatividad en casos como el presente; ello por cuanto al respecto también ha sido clara la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en expresar que las únicas providencias emitidas por el máximo órgano de la jurisdicción constitucional que son de obligatorio cumplimiento, son aquellas sentencias de inexequibilidad proferidas como resultado del examen de normas legales, por vía de acción, revisión previa o en virtud al ejercicio del control automático de constitucionalidad consagrado en el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, por cuanto las sentencias de tutela solo tiene efectos interpartes de conformidad con lo establecido en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991.

Es que nótese como la propia Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, al abordar el tema de doctrina probable manifestó que la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad. Para apartarse de la doctrina probable los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación.

Por las razones expuestas se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 7 de julio de 2015.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia que por apelación se ha conocido.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA

                      Salva Voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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